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			Título preliminar del código civil de 1984

			Abrogación de la ley

			Artículo  I.- La ley se deroga sólo por otra ley. La derogación se produce por declaración expresa, por incompatibilidad entre la nueva ley y la anterior o cuando la materia de ésta es íntegramente regulada por aquélla. Por la derogación de una ley no recobran vigencia las que ella hubiere derogado.

			Ejercicio abusivo del derecho

			Artículo II.- La ley no ampara el ejercicio ni la omisión abusivos de un derecho. Al demandar indemnización u otra pretensión, el interesado puede solicitar las medidas cautelares apropiadas para evitar o suprimir provisionalmente el abuso.

			Aplicación de la ley en el tiempo

			Artículo  III.- La ley se aplica a las consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes. No tiene fuerza ni efectos retroactivos, salvo las excepciones previstas en la Constitución Política del Perú.

			Aplicación analógica de la ley

			Artículo  IV.- La ley que establece excepciones o restringe derechos no se aplica por analogía.

			Orden público, buenas costumbres y nulidad del acto jurídico

			Artículo  V.- Es nulo el acto jurídico contrario a las leyes que interesan al  orden público o a las buenas costumbres.

			Interés para obrar

			Artículo  VI.- Para ejercitar o contestar una acción es necesario tener legítimo interés económico o moral. El interés moral autoriza la acción sólo cuando se refiere directamente al agente o a su familia, salvo disposición expresa de la ley.

			Aplicación de norma pertinente  por el juez

			Artículo  VII.- Los jueces tienen la obligación de aplicar la norma jurídica pertinente, aunque no haya sido invocada en la demanda.

			Obligación de suplir los defectos o deficiencias de la ley

			Artículo  VIII.- Los jueces no pueden dejar de administrar justicia por defecto o deficiencia de la ley. En tales casos, deben aplicar los principios generales del derecho y, preferentemente, los que inspiran el derecho peruano.

			Aplicación supletoria del Código Civil

			Artículo  IX.- Las disposiciones del Código Civil se aplican supletoriamente a las relaciones y situaciones jurídicas reguladas por otras leyes, siempre que no sean incompatibles con su naturaleza.

			Vacíos de la ley

			Artículo  X.- La Corte Suprema de Justicia, el Tribunal Constitucional y el Fiscal de la Nación están obligados a dar cuenta al Congreso de los vacíos o defectos de la legislación. Tienen la misma obligación los jueces y fiscales respecto de sus correspondientes superiores.

		


		
			Introducción

			El título preliminar del Código Civil no solo tiene que ver con el derecho civil propiamente dicho y ni siquiera con solo el derecho privado. Por el contrario, es un conjunto de normas históricamente preparado para regir a todo el sistema jurídico. Nos ocuparemos de ello en la segunda parte de esta introducción. En primer lugar queremos referirnos en líneas generales al sistema jurídico mismo, pues de él estaremos tratando a lo largo de todo este trabajo.

			1.	Aproximación al sistema jurídico

			Bien sabemos que un sistema jurídico —entendiendo por tal al derecho de un Estado determinado como el del Perú— tiene semejanzas y diferencias con los sistemas de otros estados. Para empezar, nuestro derecho se halla ubicado dentro de la familia romano-germánica del derecho comparado. En eso se parece a los sistemas jurídicos de todos los países de ascendencia latina, en contraste, por ejemplo, con los de ascendencia inglesa, que han recibido la influencia de la familia anglosajona. Más allá de esta semejanza estructural, nuestro derecho mantiene diferencias importantes con otros sistemas romano-germánicos —como los de países vecinos— o los propios sistemas europeos adscritos a la misma familia. Podemos decir que dentro del derecho comparado existen hoy tres familias: romano-germánica, anglosajona y derechos de base religiosa; dentro de cada uno de estos grupos se producen a su vez diferenciaciones nacionales, y en algunos casos aun regionales dentro de un mismo Estado, caso que no es el nuestro, cuando menos hasta hoy.

			El sistema jurídico peruano tiene semejanza con los otros sistemas romano-germánicos, pero adquiere particularidades que, a su vez, lo diferencian de ellos.

			Todo el sistema romano-germánico se caracteriza por una clara predominancia de la fuente legislativa, una comparativa reducción del peso de la jurisprudencia como instrumento de creación de normas frente al derecho anglosajón —lo que no quiere decir que la jurisprudencia no sea una fuente auxiliar o inclusive en algunos casos precedente obligatorio—, así como por recoger el conjunto de principios, conceptos e instituciones del derecho romano. Naturalmente, las particularidades de cada sociedad y de cada Estado, su historia y los retos que ha debido enfrentar, han determinado adaptaciones y modificaciones a este patrón general, y en ello consiste, precisamente, la particularidad de cada derecho nacional.

			¿Cómo opera esta diferenciación? A nuestro juicio, de tres maneras:

			1.	Mediante la dación o aparición de normas jurídicas legislativas o de otro tipo —jurisprudenciales, consuetudinarias, etcétera— que le son particulares.

			2.	Mediante la asunción de principios de derecho y conceptos que no son necesariamente unívocos en el derecho. Tal sería el caso, por ejemplo, de la elección de los principios de la culpa objetiva o la culpa subjetiva en materia de responsabilidad civil; la elección del valorismo o nominalismo en materia de obligaciones; la elección de formas republicanas o monárquicas en materia constitucional, y así sucesivamente.

			3.	La generación de «ramas» del derecho concebidas de manera particular. Esto puede producir compartimientos estancos y particularidades en el tratamiento de las instituciones jurídicas.

			En realidad, puede decirse que en todo sistema jurídico las partes elementales son de dos tipos: normas jurídicas y principios del derecho. A partir de ellos, y de la conceptualización que les corresponde, se pueden precisar las diferencias que existen entre los derechos nacionales, al tiempo que también es posible distinguir épocas distintas del derecho en un mismo Estado.

			Es a partir de normas y principios que se va construyendo —y redefiniendo— el armazón de cada derecho nacional, cuyos rasgos generales van evolucionando.

			Todo esto viene a colación por el hecho de que el título preliminar del Código Civil consigna mandatos muy específicos sobre normas y principios, muchos de ellos arduamente discutidos desde que este cuerpo legal fue dado a conocimiento público de manera definitiva. Pensemos, por ejemplo en el artículo VIII, que trata de los principios generales y, en especial, de los que inspiran al derecho peruano; o el artículo VII, que exige al juez aplicar la norma pertinente aun cuando no haya sido invocada en la demanda; o del artículo II, que trata sobre el ejercicio o la omisión abusivos de un derecho, institución que muchos importantes escritos consideran innecesaria dado que existe la responsabilidad civil extracontractual.

			En síntesis, normas y principios conforman estructuras que se van armando con particularidad dentro de un sistema jurídico nacional y que pasan de las subramas a las ramas y de allí a la gran clasificación de derecho público-derecho privado. Lo más significativo es que la identidad de cada uno de estos grupos y subgrupos está dada en parte por las normas que le pertenecen; pero también, y en mucho, por los principios y conceptos que les corresponden. Finalmente, en el escalón superior tenemos al derecho en su conjunto, que cuenta con principios y conceptos que lo diferencian de otros instrumentos normativos de la sociedad. De esto resultan las grandes distinciones teóricas, por ejemplo, entre derecho y moral o entre derecho y usos sociales.

			Consideramos que tener en mente este tipo de organización del derecho sirve no solamente para darse una imagen de la estructura general del sistema sino también para realizar operaciones típicamente jurídicas de aplicación, tales como la interpretación o la integración jurídica.

			2.	Significado del título preliminar del Código Civil dentro de la estructura general del sistema jurídico

			En principio, el título preliminar del Código Civil es un conjunto de normas jurídicas con rango de ley —es decir, del mismo valor que las demás leyes, decretos legislativos, y otras normas equivalentes—. Esto supone que para su modificación, suspensión o derogación rigen las reglas comunes del sistema: será otra norma de rango equivalente la que los modifique sin más trámite que su aprobación de acuerdo con la constitución.

			Sin embargo, desde el punto de vista de su historia, su contenido y su comprensión sistemática, es evidente que se trata de disposiciones que tienen vocación de normar a todo el sistema jurídico. Dado que estos diez artículos son preeminentes dentro de todo el contexto legislativo nacional y actúan, por su contenido de fondo, como una especie de instancia intermedia entre la Constitución del Estado y el resto de la legislación, resulta fundamental en el manejo profesional y académico de la persona de leyes concebir el título preliminar de esa manera. 

			3.	Fundamento histórico de esta afirmación

			Históricamente, puede afirmarse que códigos civiles y constituciones son prácticamente contemporáneos en el derecho, especialmente en el derecho europeo que es, en buena cuenta, la fuente matriz de todo este movimiento legislativo. Es verdad que la Constitución de los Estados Unidos data de 1787 y que en dicho Estado no existe código civil; pero también que si bien los Estados Unidos tienen influencia en el movimiento constitucional mundial —y particularmente en el latinoamericano—, no gozan del mismo ascendiente en la estructuración de nuestros sistemas jurídicos nacionales en cuanto tales.

			La primera constitución europea es la francesa de 1791, y el código civil de mayor resonancia de aquella época (hasta el presente) es el francés de 1804. Códigos civiles contemporáneos a él son el prusiano (1794) y el austriaco (1811). En suma, puede decirse que entre 1790 y los primeros decenios del siglo XIX el movimiento legislativo fundamental (no único, es verdad) consistió en la aprobación de constituciones y códigos civiles.

			Las constituciones tenían su lugar preeminente diseñado desde cierto tiempo atrás por la teoría. Debajo de ellas los códigos civiles constituían la suma del derecho más importante de la época. Es verdad que se conocía la distinción entre derecho público y privado, y que asimismo se trabajaban ciertos aspectos del derecho mercantil, entre otros; pero en la mentalidad de muchos tratadistas de la época puede apreciarse aún que el derecho civil tiene más de «derecho de la civitas» que del derecho civil como lo entendemos contemporáneamente, como una rama más del derecho.

			Los códigos civiles eran, por debajo de la Constitución del Estado, los cuerpos legislativos más importantes del sistema jurídico. No resulta por ello extraño que introdujeran dentro de dichos códigos —pero como cuerpo normativo separado— un conjunto de disposiciones no vinculadas en principio al derecho civil tal como lo consideramos actualmente, sino con el sistema jurídico en su conjunto. Entre otros, ese es el caso del Código Civil francés, seguido luego por varios códigos europeos, latinoamericanos y también por los tres nuestros: el de 1852, el de 1936 y el código vigente de 1984.

			Históricamente, puede sostenerse que la vecindad de constituciones y códigos civiles ha llevado a que el título preliminar de estos últimos se considere un conjunto normativo que no concierne primariamente al derecho civil —ni siquiera al derecho privado— sino al sistema jurídico en su conjunto.

			4.	Fundamento del lugar privilegiado del título preliminar por el contenido de sus normas

			El propio contenido de las normas del título preliminar indica que no se refieren únicamente al derecho privado. Si bien esta afirmación podría ser discutible en algunas de las normas, no lo es, definitivamente, en otras.

			El artículo I, al referirse a la derogación de las leyes, está dirigido a toda la producción normativa del Congreso y por analogía a las demás disposiciones legislativas. No se podría comprender su existencia si redujéramos su aplicabilidad al ámbito privado.

			Lo propio ocurre con el artículo III, que en realidad está diseñado como una norma reglamentaria del principio general de aplicación de las leyes en el tiempo, que traía en 1984 el artículo 187 de la Constitución de 1979. Ello, tanto más, cuanto que las normas propias del código sobre esta materia están contenidas en los artículos 2120 y 2121. Hay aquí, estimamos, una deficiencia de técnica legislativa que ha dado lugar a no pocas controversias que desarrollaremos con extensión en el cuerpo de este trabajo. Más allá de eso, sin embargo, es evidente que el principio de aplicación de las leyes establecido en este artículo III no se refiere solo al código civil ni solo a las normas de derecho privado sino a todas las leyes, salvo el caso del artículo 62 de la constitución.

			El artículo VII es otra norma de derecho público que, en buena cuenta, establece una obligación para los magistrados judiciales, con gran trascendencia en el funcionamiento del mecanismo de aplicación de justicia. El artículo VIII hace referencia a las circunstancias de defecto o deficiencia de la ley y a los principios «[...] que inspiran el derecho peruano», sin distinciones de público o privado1.

			El artículo IX es una norma de suplencia para todo el derecho nacional y el artículo X es más propiamente una norma de rango constitucional que de ley.

			En síntesis, con una interpretación restrictiva, solo cuatro de los diez artículos del título preliminar (el II, IV, V, y VI) podrían considerarse exclusivamente de derecho privado. En el transcurso de esta obra esperamos demostrar que no es así. Inclusive, hay que notar que el contenido de los artículos II y IV ya está en los artículos 103 y 139 inciso 9 de la constitución, lo que hace ver que sus normas se aplican a todos los ámbitos del derecho, tanto público como privado.

			Pero aún los artículos V y VI tienen que ver con el derecho público. En efecto, sería sistemáticamente inaceptable que se permitieran actos jurídicos válidos aun cuando violenten las leyes sobre el orden público o las buenas costumbres, fuera del ámbito privado. Y, el artículo VI tiene que ver con el interés necesario para ejercitar o contestar una acción en lo que dicta una norma que, por definición, es de derecho público y no privado, aun cuando podría entenderse que está referido solo a las acciones que promueven un interés privado.

			5.	Fundamento del lugar del título preliminar por aplicación sistemática de sus normas

			El título preliminar del Código Civil ocupa un lugar preponderante dentro del sistema jurídico como conjunto, y dicta normas de alcance general que van más allá del derecho privado. Esta preeminencia debe ser respetada por las demás leyes de la República, con la finalidad de impedir alteraciones que quiten coherencia y equidad al conjunto de normas legisladas.

			En esta situación preeminente respecto de otras normas legales de su misma categoría formal, no solo está el título preliminar del Código Civil. El Código Tributario —otra ley como las demás— cumple idéntico rol dentro de su rama; la Ley Orgánica del Poder Judicial en la suya; la Ley del Procedimiento Administrativo General en su ámbito; y así sucesivamente. Hoy son varias las leyes que tienen títulos preliminares de alcance sumamente general para el derecho.

			Es verdad que importantes escritos doctrinales han sostenido que el título preliminar solo aplica al derecho privado, pero consideramos que esa posición se debe superar en beneficio de un sistema jurídico más armonioso como conjunto. Un ejemplo interesante respecto de los peligros de no hacerlo es la resolución de la Corte Suprema en el hábeas corpus que, contra la decisión de impedir su retorno al país, interpuso en 1955 el doctor José Luis Bustamante y Rivero.

			En aquel entonces, la disposición según la cual en caso de incompatibilidad entre una disposición constitucional y una legal se debe preferir la primera no estaba consignada en la constitución sino en el título preliminar del código de 1936. Ante esta circunstancia, la Corte Suprema no amparó el hábeas corpus, interpuesto sobre la base de la siguiente argumentación:

			[...] el artículo del Título Preliminar del Código Civil, en que se pretende sustentar la facultad judicial para no aplicar las leyes, no puede regir sino en el campo restringido del derecho civil, ya que dicho Código no es un Estatuto Constitucional, sino una ley que norma las relaciones de la vida civil, en cuyas controversias cuando interviene el Estado, lo hace como sujeto de derecho privado, sin que ninguna disposición legal posterior haya extendido su aplicación a otros órdenes del campo jurídico, en que aquel actúa como sujeto del derecho público; que para que el Poder Judicial pudiera aplicar la facultad que se le atribuye, sería necesaria que ella emergiera consignada en forma expresa o inequívoca de la propia Constitución, formando parte del derecho constitucional positivo como acontece en los contados países cuyas Cartas Fundamentales consagran tal prerrogativa.

			No hace falta recurrir a las altas calidades personales y de jurista del doctor Bustamante y Rivero para caer en cuenta de los errores e injusticia de esta resolución. Es verdad que hoy la norma de preferencia constitucional está en el segundo párrafo del artículo 138 de nuestra constitución y que, por lo tanto, este problema no podría volver a resolverse así; pero a lo que queremos llegar es a que el argumento básico de la Corte Suprema, en el sentido de que el título preliminar es parte del derecho privado y no del público, puede llevar a situaciones arbitrarias como la que comentamos. Este ejemplo histórico refuerza nuestra convicción en el sentido de que el título preliminar del Código Civil es un cuerpo normativo para todo el sistema jurídico salvo, naturalmente, que atente contra la naturaleza de algún sector específico de la normatividad.

			
				
					1	 Al analizar el artículo VIII del título preliminar del Código Civil, veremos que se vincula con el artículo 139 inciso 8 de la Constitución, que es parcialmente distinto a él.

				

			

		


		
			Capítulo 1
Derogación de la norma legislativa

			Artículo I.- La ley se deroga solo por otra ley.

			La derogación se produce por declaración expresa, por incompatibilidad entre la nueva ley y la anterior o cuando la materia de esta es íntegramente regulada por aquella.

			Por la derogación de una ley no recobran vigencia las que ella hubiere derogado.

			El artículo I trae tres normas distintas. La primera establece, con verdad en lo que dice pero con insuficiencia en la concepción global, que solo una ley puede derogar a otra ley ya existente. El segundo grupo de normas se pone en tres hipótesis de derogación, y el párrafo final está destinado a solucionar explícitamente un problema que si bien ha sido siempre claro en la doctrina no lo estaba en nuestro derecho positivo: que una vez derogada, una norma jurídica deja de existir y que no puede reasumir su vigencia a menos que otra nueva ley lo diga expresamente. Abordaremos estos puntos uno por uno.

			Es importante destacar que el Tribunal Constitucional ha señalado que este dispositivo es constitucional por su contenido —a pesar de estar comprendido en el título preliminar del Código Civil— y que efectivamente tiene aplicación general a todo el derecho:

			6.- [...] si bien el artículo I del título preliminar del Código Civil está inserto en un ordenamiento que tiene por objeto regular las relaciones jurídicas entre particulares, por su contenido, se trata de una norma sobre la producción jurídica, que al regular el proceso de extinción de normas en el ordenamiento, es materialmente constitucional y, en ese sentido, aplicable con carácter general a cualquier sector del ordenamiento nacional2.

			1.	La regla general sobre derogación de las normas jurídicas

			El primer párrafo del artículo I del título preliminar del Código Civil establece que «La ley se deroga solo por otra ley». El significado normativo de esta disposición es polivalente y es preciso realizar varios matices en torno a su texto.

			En sí mismo, el párrafo es correcto al plantear que una ley debe ser derogada por otra norma de similar categoría. Su expresión, sin embargo, no es feliz, puesto que normalmente una ley también podrá ser derogada por una norma de su mismo rango de distinta denominación y procedimiento de formulación, como por ejemplo un decreto legislativo.

			La norma tiene otras dos limitaciones. De un lado, no considera aquella circunstancia en la cual el cambio de la norma superior suponga necesariamente la invalidación de la norma inferior. Tal fue, por ejemplo, el caso de las disposiciones sobre preeminencia del marido dentro de la sociedad conyugal en el texto del Código Civil de 1936, que mantuvieron vigencia hasta el 13 de noviembre de 1984. Es evidente que sus normas antiigualitarias eran incompatibles con la Constitución del Estado. No obstante, siguieron gozando de validez y aplicación formal hasta la entrada en vigor del nuevo código (por ejemplo, siguieron siendo leídas en las ceremonias de matrimonio civil). En la eventual hipótesis de que el código no hubiera sido reformulado, entonces podría haber ocurrido, como en efecto sucedió en otros casos, que mientras se reformaba la legislación inferior para adaptarla a la superior más moderna, los derechos señalados en esta no se hacían efectivos hasta que tal proceso de modificación legislativa no concluyera.

			Esto equivale a decir que si bien es cierto que una norma jurídica no puede ser derogada por una de inferior categoría, sí puede ocurrir que sea invalidada por una norma de rango superior que dicta una disposición incompatible con ella. Esta circunstancia no está contemplada en el artículo I que comentamos y, en recta comprensión, debiera estarlo3.

			Otra limitación que puede percibirse en el artículo I consiste en que solo se refiere a la «ley» y ella, en sentido estricto, es la aprobada por el Congreso de la República según el procedimiento de los artículos 107 a 109 de la Constitución del Estado. Por analogía, cabe aplicar la misma norma a cuerpos normativos como los decretos legislativos, que modifican y son modificados por las leyes, ya que se dictan en ejercicio de la misma potestad del Estado en el caso de las leyes emitidas por el Congreso y en el de los decretos legislativos delegados al Ejecutivo.

			Al mismo tiempo, la utilización del vocablo «ley» parecería excluir a las normas de rango inferior tales como los decretos y resoluciones. Al igual que en el caso de los decretos legislativos, también aquí consideramos procedente recurrir a la analogía: en aplicación a pari de este artículo, un decreto supremo solo podrá ser modificado por otro decreto supremo, y así sucesivamente4.

			Un aspecto que sí queda manifiestamente claro de la primera parte de este artículo, y que es una de las intenciones normativas con la que está hecho, es la determinación de que ni el desuso ni la costumbre contra ley, derogan o quitan efecto a una norma jurídica del derecho positivo. El Tribunal Constitucional lo ha dicho expresamente:

			75. La cuestión relativa a si la desuetudo (o desuso) de una ley pueda culminar con su derogación es una hipótesis de ineficacia de las normas jurídicas que en nuestro ordenamiento no tiene asidero.

			En efecto, el artículo 103º de la Constitución, recordado en el fundamento Nº 9 de esta sentencia, establece enfáticamente que: 

			La ley solo se deroga por otra ley. También queda sin efecto por sentencia que declara su inconstitucionalidad.

			76. En nuestro ordenamiento jurídico, pues, no es admisible la derogación de una ley ya sea por su desuso [95] o, incluso, por la existencia de prácticas o costumbres contra legem.

			En la exclusión de la desuetudo como criterio para determinar la vigencia o derogación de las leyes subyace la afirmación de un principio ínsito al Estado Constitucional de Derecho: el principio de seguridad jurídica, que es complemento esencial para el ejercicio de los derechos fundamentales, para el desarrollo de la vida en sociedad y una garantía consustancial de la conformación de una sociedad libre y democrática5.

			En síntesis, sobre el contenido normativo de esta primera parte del artículo podemos concluir lo siguiente:

			1.	Expresa con claridad que una ley solo puede ser derogada por otra ley.

			2.	Análogamente, puede concluirse que cualquier norma con rango de ley solo puede derogarse con otra norma de su mismo rango.

			3.	También por analogía, puede decirse que las disposiciones de rango inferior solo pueden ser derogadas por otras normas de su mismo rango.

			4.	El artículo debió considerar la situación en la que una disposición de rango superior establece una norma incompatible con otra de rango inferior vigente. La jurisprudencia constitucional peruana establece que la norma inferior debe ser interpretada de acuerdo con la de rango superior más nueva que ella. Esto, para que la norma inferior no entre en incompatibilidad con la nueva norma superior porque eso es contradictorio con los mandatos de los artículos 51 y 138 de la constitución.

			5.	Por aplicación del argumento a contrario, el primer párrafo de este artículo determina claramente que una disposición legislativa no es abrogada ni por el desuso ni por la costumbre contra ley en cualquiera de sus posibles formas.

			2. Las formas de derogación

			El segundo párrafo del artículo I del título preliminar trae tres formas alternativas de derogación de normas. La primera es la llamada derogación expresa y consiste en la mención de las normas anteriores que son derogadas por la nueva.

			Las otras dos son las formas de derogación tácita y son descritas de la siguiente manera:

			1.	Cuando existe «incompatibilidad entre la nueva ley y la anterior».

			2.	«Cuando la materia de esta —la norma anterior— es íntegramente regulada por aquella —la nueva norma—». 

			Ambas formas de derogación tácita son muy utilizadas en nuestro medio, salvo en casos especiales como el del derecho tributario, para el cual el código respectivo señala que las derogaciones deben ser expresas. Esto constituye una política legislativa saludable que debería ser la norma general, pero desgraciadamente no se observa regularmente.

			A pesar de su uso generalizado, la derogación tácita puede presentar problemas serios de interpretación, en especial cuando se trata de una modificación sistemática e integral del tratamiento legislativo de un tema. Tal caso ocurre, por ejemplo, cuando a una norma orgánica original se van añadiendo precisiones específicas por normas sucesivas y, posteriormente, se cambia la norma orgánica matriz sin derogar, o mantener expresamente, la vigencia de las conexas.

			3. La ley derogada no recobra vigencia automática

			El último párrafo del artículo I establece positivamente un principio doctrinal ampliamente conocido: «Por la derogación de una ley no recobran vigencia las que ella hubiere derogado». Esta regla es importante porque, muchas veces, ocurre que una ley derogó leyes anteriores y estableció nuevas normas de conducta. Cuando esta segunda ley es derogada, podría entenderse que no solo se derogaron sus mandatos de conducta sino también sus mandatos de derogación de normas anteriores, con lo que estas recobrarían vigencia. Esto sería un error, porque el restablecimiento de leyes anteriores ya derogadas solo debe ocurrir si el legislador expresamente les devuelve vigencia (cosa que, por lo demás, puede hacer perfectamente).

			En la inmensa mayoría de veces que se deroga una ley, el legislador no hace un análisis detallado de todas las normas derogadas por ella, expresa o tácitamente. Es más, resultaría muy difícil hacerlo porque habría que buscar, cada vez, todas las normas que pudieron ser derogadas tácitamente y eso es, en realidad, un rompecabezas imposible de armar. En consecuencia, si estableciéramos que al derogar una ley recobran vigencia las que ella hubiera derogado, crearíamos un problema de incertidumbre terrible en el derecho sobre cuál norma recobró vigencia y cuál no y, probablemente, lo haríamos inaplicable y muy inseguro jurídicamente hablando.

			Desde luego, la norma se aplica análogamente a otras disposiciones jurídicas de carácter general y, así, es correcto decir que «por la derogación de un decreto supremo no recobran vigencia los que él hubiere derogado», y así sucesivamente. 

			
				
					2	 Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 25 de setiembre del 2001 en el Exp_0458_2001_HC_TC sobre acción de hábeas corpus interpuesta por doña Rosa Miriam Cabanillas Tapia contra los vocales de la Tercera Sala Especializada en lo Penal de la Corte Superior de Justicia de Trujillo y el Juez del Octavo Juzgado Penal de Trujillo. 

				

				
					3	 Es importante destacar que la jurisprudencia constitucional peruana ya ha dicho que toda ley previa a una nueva Constitución debe ser interpretada conforme a ella:

						«Desde la promulgación de la Constitución de 1993, todas las normas preexistentes en el ordenamiento jurídico deben interpretarse con arreglo a ella» (Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 29 de enero del 2003 en el Exp_0476_2002_AA_TC sobre acción de amparo interpuesta por Arenera Molina S.A. contra el Ministerio de Transportes, Comunicación, Vivienda y Construcción, el Ministerio de la Presidencia y la Superintendencia de Bienes Nacionales). 

				

				
					4	 Sobre la estructura del sistema legislativo peruano, una versión más extensa puede consultarse en nuestro trabajo El sistema jurídico. Introducción al Derecho (2007). 

				

				
					5	 Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 24 de abril de 2006 en el Exp_0047_2004_AI_TC sobre acción de inconstitucionalidad interpuesta por José Claver Nina-Quispe Hernández, en representación del Gobierno Regional de San Martín (demandante) contra el Congreso de la República (demandado). 
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